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			PRÓLOGO

			«Una cosa es saber y otra saber enseñar», dice el filósofo; aunque, en verdad, parece que ambas tareas deben ser complementarias. En los tiempos en que vivimos, la máxima de Cicerón contiene más verdad, si cabe, dada la complejidad que, en nuestros días, supone explicar cualquier ciencia o materia por la transversalidad de las ideas, la interconexión del conocimiento, la vastedad, en definitiva, de los saberes. A esta dificultad no es ajena la enseñanza y el aprendizaje del Derecho Administrativo, no solo por la estrecha vinculación que lo une con otras ramas jurídicas, sino por la imposibilidad de establecer límites y poner fronteras entre éste y otras áreas especializadas del Derecho (estoy pensando en el Derecho Constitucional, en el Derecho Comunitario, en el Derecho Autonómico…). Y es que, no en vano, el Derecho es uno, más allá del margen desde el que nos acerquemos y la arista desde la que lo abordemos.

			Consciente de todo ello, estas Lecciones de Derecho Público surgen con un propósito modesto y sencillo. Su objetivo no es otro que sentar las bases, presentar los pilares, mostrar la estructura de los fundamentos del Derecho Público actual con todas las implicaciones que su aprehensión requiere. En ello estriba, precisamente, la particularidad de estas Lecciones en las que quedan evidenciados de forma concisa y esquemática los principales contenidos del Derecho Público teniendo en cuenta las tres vertientes, o fuentes jurídicas, que, esencialmente, lo conforman: el Derecho Europeo, el Derecho Estatal y el Derecho Autonómico (en esta obra, y como no puede ser de otra forma por el lugar donde está concluida, con una especial referencia al Derecho Público extremeño).

			La sencillez del objetivo tiene su razón de ser en el origen y en los destinatarios que han motivado su elaboración. Los orígenes de las Lecciones de Derecho Público radican, ciertamente, en los esquemas de los que, durante muchos años, me he servido en mis clases; unos esquemas que, a modo de guion desarrollado de cada tema objeto de estudio, he utilizado como soporte de mis explicaciones en las distintas asignaturas que sobre Derecho Administrativo o Derecho Autonómico he impartido, y que, por la «magia» de los planes de estudios hoy en día vigentes (al menos en Extremadura), van dirigidas a estudiantes del primer año (a lo sumo del segundo) de los actuales Grados en Derecho y en Gestión y Administración Pública. En todo este tiempo de docente, la utilización de estas fichas, en las que de manera estructurada quedan recogidas las principales ideas de un tema, me ha facilitado, de un lado, la exposición de las enseñanzas; de otro lado, he podido constatar que ayudan al alumno a seguir mejor, a no perder(se) o incluso a encontrar(se), el hilo discursivo de las clases. Este es el fundamento principal sobre el que se asienta esta obra, esto es, ayudar a los alumnos que se inician en el estudio del Derecho Público en general, y del Derecho Administrativo en particular, a aprenderlo y comprenderlo con, y desde, la sistemática de sus elementos esenciales: la ley, en sentido amplio, y la jurisprudencia.

			A todos los estudiantes que se asoman por primera vez al Derecho Público están destinadas estas Lecciones. En ellas se realiza un tratamiento singular y pormenorizado de los aspectos fundamentales del Derecho Público a partir de su estructuración en tres grandes bloques temáticos. En una primera parte introductoria, se acomete el estudio de los conceptos básicos y de la historia más reciente del Derecho Público español y europeo. Se inicia la obra, en efecto, con la noción de Derecho Administrativo y con el repaso de sus fundamentos más esenciales (Lección primera), para presentar, a continuación, y de una forma breve, sus bases históricas, hasta llegar al actual momento de evolución en el que se encuentra el Derecho Público común europeo, pasando por la configuración de nuestro particular modelo de Estado Autonómico (Lección segunda). Se completa esta parte introductoria con un capítulo dedicado al proceso histórico-jurídico de integración europea (Lección tercera). En un segundo bloque, se procede al examen del ordenamiento jurídico administrativo y de su sistema normativo. Tras el estudio de la estructura y de la dinámica del ordenamiento jurídico administrativo en el espacio y en el tiempo (Lección cuarta), se analizan las fuentes del Derecho Público: la Constitución, los Tratados internacionales, las leyes y las normas con rango de ley y los reglamentos (Lecciones quinta, sexta y séptima). Un tratamiento pormenorizado merece el ordenamiento jurídico europeo y las fuentes normativas que lo integran (Lección octava). Se cierra este bloque temático con el examen de los principios y reglas que ordenan las relaciones entre esta pluralidad de ordenamientos jurídicos que coexisten en nuestro país y de cuya maraña de normas todos nosotros somos destinatarios (Lecciones novena y décima). Por último, en la tercera parte se profundiza en la organización y en el funcionamiento de las Administraciones Públicas Territoriales en este primer cuarto del siglo XXI: la Administración General del Estado (Lección undécima); la organización de las Comunidades Autónomas y su sistema administrativo (Lección duodécima); la Administración Local (Lección decimotercera); y el sistema institucional de la Unión Europea (Lección decimocuarta).

			La intención es modesta y sencilla, decía al principio. Consciente de todas las limitaciones (temporales y espaciales, de forma y fondo, de materia y contenido…) de estas Lecciones de Derecho Público, que, ciertamente, encierran una minúscula parte del saber jurídico, cada lección propone la consulta de estudios generales sobre Derecho Administrativo, Derecho Constitucional y Derecho de la Unión Europea, elaborados por brillantes e insignes profesores universitarios de todas estas áreas de conocimiento. De igual modo, en cada lección se relaciona la normativa citada en ella, pues la comprensión del Derecho requiere del debido conocimiento y del uso apropiado de las normas que lo componen; como también exige la lectura de las resoluciones judiciales, españolas y europeas, dictadas en el ejercicio de la función de enjuiciamiento de los asuntos litigiosos por parte de los órganos judiciales. Finalmente, se sugiere la lectura de algunas obras emblemáticas o de estudios de referencia sobre cada materia específica, con la finalidad de proporcionar una ayuda para que los alumnos puedan adentrarse en la lógica, en el conocimiento y en la expresión del buen Derecho. Todas ellas (y muchas otras que por su volumen no son fáciles de citar individualizadamente en una obra como esta) me han permitido adentrarme en el conocimiento del Derecho. Por este motivo, agradezco a sus autores el enorme trabajo que hay tras ellas y, sobre todo, agradezco a mi incomparable e insuperable Maestro, el profesor Santiago Muñoz Machado, al profesor Juan Francisco Mestre Delgado, en su triple calidad de gran jurista, hombre sabio y bueno y gran amigo, y al desaparecido profesor Jesús Leguina Villa, siempre presente en mi corazón y en mi cabeza, y de quien tanto he aprendido, su ejemplo y sus enseñanzas, jurídicas y humanas.

			En la composición de todas estas ideas, en su traducción en hechos y en su concreta plasmación en estas Lecciones de Derecho Público he contado con la ayuda inestimable de mi más estrecha colaboradora, la profesora Flor Arias Aparicio. Mi agradecimiento más sincero para ella por su infatigable capacidad de trabajo, por sus extraordinarios conocimientos jurídicos, por su excelente buen hacer diario y, en definitiva, por su ordenada y sabia cabeza. Confiamos los dos en que el resultado final dé los frutos con los que han sido concebidas estas modestas Lecciones.

			VICENTE ÁLVAREZ GARCÍA

			Catedrático de Derecho Administrativo

		

	
		
			
			ABREVIATURAS

			ANT:Administración No Territorial

			art.:Artículo

			AT:Administración Territorial

			AUE:Acta Única Europea

			BOE:Boletín Oficial del Estado

			CC:Código Civil

			CCAA:Comunidades Autónomas
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			CE:Constitución Española
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			PARTE I

			INTRODUCCIÓN AL DERECHO ADMINISTRATIVO: CONCEPTOS BÁSICOS E HISTORIA

		

	
		
			LECCIÓN 1

			LA NOCIÓN DE DERECHO ADMINISTRATIVO Y SUS FUNDAMENTOS EN LA SOCIEDAD ACTUAL

			«Es, en fin, la gran transformación social y la sustancial variación de las demandas ciudadanas que se opera en el período de entreguerras, y más vertiginosamente, después de la segunda, la que produce mutaciones tan esenciales en las estructuras, los medios y las formas de acción administrativas, que dan al traste con todos estos intentos de identificar la sustancia de la tarea de administrar en torno a una nota única».

			SANTIAGO MUÑOZ MACHADO, «Las concepciones del Derecho Administrativo», Revista de Administración Pública, núm. 84, 1977.

			ESTRUCTURA:

			I.Introducción a los conceptos de Administración Pública y de Derecho Administrativo.

			II.La tipología básica de las Administraciones Públicas.

			III.El funcionamiento de las Administraciones Públicas.

			IV.Las garantías de los ciudadanos frente a las Administraciones Públicas.

			V.La estructura básica del ordenamiento jurídico.

			VI.Las formas de la actividad administrativa.

			VII.Introducción a las normas esenciales del Derecho Administrativo español. En particular, la normativa reguladora del Gobierno y de las Administraciones Públicas a nivel estatal y extremeño.

			NORMATIVA DE REFERENCIA:

			I.Constitución Española (CE).

			II.Normativa europea.

			1.Tratado de la Unión Europea (TUE).

			2.Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE).

			3.Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE).

			III.Normativa estatal.
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			3.Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (LG).
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			6.Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales.

			7.Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC).

			8.Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP).

			IV.Normativa extremeña.

			1.Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura (LGAEx).

			2.Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura.

			3.Ley 1/2014, de 18 de febrero, de regulación del estatuto de los cargos públicos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			4.Ley 4/2015, de 26 de febrero, de regulación del proceso de transición entre gobiernos en la Comunidad Autónoma de Extremadura.
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			I. INTRODUCCIÓN A LOS CONCEPTOS DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DE DERECHO ADMINISTRATIVO

			1.El art. 103.1 CE establece: «La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho».

			2.La Administración Pública como conjunto de organismos y dependencias incardinadas en el Poder Ejecutivo del Estado, que está al servicio de la satisfacción del interés general, ocupándose de la ejecución de las leyes y de la prestación de servicios a los ciudadanos (Diccionario del español jurídico).

			3.Sobre la noción de interés general: el mantenimiento del orden público y el aseguramiento de los servicios esenciales para la comunidad. En este contexto, y entre el elenco de funciones que realiza la Administración en la actualidad, se encuentran las siguientes:

			A.La función de regulación de ciertos sectores económicos (electricidad, telecomunicaciones, mercado de valores…).

			B.La prestación de ciertos servicios a los ciudadanos: los servicios prestacionales (educación, sanidad…).

			C.La función de regulación y de limitación de derechos de los particulares.

			D.El ejercicio de funciones de control y de sanción de las actuaciones contrarias al derecho de los particulares.

			E.El ejercicio de la función de fomento (ayudas públicas, subvenciones…).

			4.La Administración Pública actúa «con sometimiento pleno a la ley y al Derecho». La Administración está sujeta tanto al Derecho público como al Derecho privado, esto es, al conjunto del ordenamiento jurídico, entendido como «conjunto de reglas escritas, principios y valores que regulan la organización del poder, las relaciones de los ciudadanos y las garantías de los derechos y las relaciones entre estos» (Diccionario del español jurídico).

			5.El contenido del Derecho Administrativo: conjunto de normas destinadas a regular la organización de las Administraciones Públicas, los medios y las formas de la actividad administrativa y las relaciones jurídicas de éstas con otros sujetos, tanto de naturaleza pública como privada.

			II. LA TIPOLOGÍA BÁSICA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			1.Un esquema clasificatorio de las Administraciones Públicas.

			A.Las Administraciones Territoriales.

			a.La Administración General del Estado (AGE).

			b.Las Administraciones de las Comunidades Autónomas (CC.AA.).

			c.Las Administraciones Locales (AA.LL.).

			B.Las Administraciones No Territoriales.

			a.Las Administraciones Institucionales.

			b.Sobre las Administraciones Corporativas.

			2.Las Administraciones Territoriales.

			A.La Administración General del Estado.

			a.La Administración Central.

			a.1.El Gobierno.

			a.1.1.Órganos unipersonales: el Presidente, el(los) Vicepresidente(s) y los Ministros.

			a.1.2.Órganos colegiados: el Consejo de Ministros y las Comisiones Delegadas del Gobierno.

			a.2.La estructura de la Administración.

			a.2.1.Los órganos superiores (establecen «los planes de actuación de la organización situada bajo su responsabilidad»).

			1)Los Ministros.

			2)Los Secretarios de Estado.

			a.2.2.Los órganos directivos (desarrollan y ejecutan los planes establecidos por los órganos superiores).

			1)Los Subsecretarios.

			2)Los Secretarios Generales.

			3)Los Secretarios Generales Técnicos.

			4)Los Directores Generales.

			5)Los Subdirectores Generales.

			a.2.3.Las unidades administrativas («son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas»).

			1)Los Servicios.

			2)Las Secciones.

			3)Los Negociados.

			b.La Administración Periférica.

			b.1.El nivel provincial: el Subdelegado del Gobierno en la Provincia.

			b.2.El nivel autonómico: el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma.

			B.Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. En particular, el modelo de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			a.La Administración Central.

			a.1.El Gobierno de las Comunidades Autónomas.

			a.1.1.Los órganos unipersonales: el Presidente, el(los) Vicepresidente(s) y los Consejeros.

			a.1.2.Los órganos colegiados: el Consejo de Gobierno y las Comisiones Delegadas. En el caso extremeño, la Junta de Extremadura «es el órgano colegiado que ejerce las funciones propias del gobierno de la Comunidad» (art. 31.1 EAEx).

			a.2.La estructura de la Administración autonómica extremeña.

			a.2.1.Los órganos superiores: los Consejeros.

			a.2.2.Los órganos directivos.

			1)Los Secretarios Generales.

			2)Los Directores Generales.

			a.2.3.Las unidades administrativas.

			1)Los Servicios.

			2)Las Secciones.

			3)Los Negociados.

			b.La Administración Periférica: las Direcciones Territoriales en Badajoz y en Cáceres.

			C.Las Administraciones Locales.

			a.Los municipios como entidades locales básicas de la organización territorial del Estado.

			a.1.El gobierno y la administración de los municipios corresponde a los Ayuntamientos.

			a.2.La organización básica de los Ayuntamientos.

			a.2.1.Los órganos unipersonales: el Alcalde, los Tenientes de Alcalde y los Concejales.

			a.2.2.Los órganos colegiados: el Pleno del Ayuntamiento y la Junta de Gobierno Local.

			b.Las provincias como entidades locales determinadas por la agrupación de municipios.

			b.1.El gobierno y la administración de las provincias corresponde a las Diputaciones.

			b.2.La organización básica de las Diputaciones Provinciales (u otras Corporaciones de carácter representativo).

			b.2.1.Los órganos unipersonales: el Presidente de la Diputación, los Vicepresidentes y los Diputados Provinciales.

			b.2.2.Los órganos colegiados: el Pleno de la Diputación y la Junta de Gobierno.

			c.Las Islas en los archipiélagos balear y canario.

			d.Otros entes locales: comarcas, mancomunidades y áreas metropolitanas. Sobre las entidades locales menores.

			3.Las Administraciones No Territoriales.

			A.Las Administraciones Institucionales.

			a.La técnica de la descentralización funcional: 1) Una Administración para gestionar una tarea administrativa; 2) La idea de gestión frente a la toma de decisiones políticas; 3) La relación de instrumentalidad entre la Administración matriz y la Administración institucional por ella creada.

			b.Su tipología básica.

			b.1.Las llamadas «Administraciones Independientes» o «Autoridades Administrativas Independientes».

			b.2.Los Organismos Públicos: los Organismos Autónomos y las Entidades Públicas Empresariales.

			B.Las llamadas Administraciones Corporativas. Introducción a su concepto: agrupaciones o asociaciones sectoriales de base privada que tienen como objetivo primario la defensa de los intereses de sus miembros, pero que, en determinadas circunstancias, tienen encomendada por una Administración Territorial la realización de alguna tarea de naturaleza pública.

			4.Excursus sobre los conceptos de «sector público» y de «sector público institucional» (art. 2 LPAC y art. 2 LRJSP).

			A.El «sector público» está integrado por:

			a.La Administración General del Estado.

			b.Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

			c.Las Entidades que integran la Administración Local.

			d.El sector público institucional.

			B.Sobre las entidades que integran el sector público institucional y su régimen jurídico:

			a.Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.

			b.Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de la LPAC y de la LRJSP que específicamente se refieran a las mismas, en particular a los principios generales rectores de la actividad administrativa y, en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas. Sobre las sociedades mercantiles estatales, en particular.

			c.Las universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la LPAC y de la LRJSP.

			III. EL FUNCIONAMIENTO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			1.Introducción: el ordenamiento jurídico atribuye una serie de prerrogativas o de privilegios exorbitantes a las Administraciones Públicas (de los que carecen los sujetos privados), que se justifican por la función que constitucionalmente tienen encomendada. Como contrapartida a este tipo de poderes, las Administraciones están sometidas a una serie de límites que operan en beneficio de los particulares.

			2.El principio de legalidad: las dos vertientes —positiva y negativa— del principio de legalidad.

			A.Las posibles significaciones del principio de legalidad.

			a.Entendiendo «ley» como «norma elaborada por el Legislador»: la Administración está vinculada en su actuación por las decisiones previamente tomadas por el Parlamento mediante «leyes formales».

			b.Entendiendo «ley» como «norma escrita»: la Administración está vinculada en su actuación por el «bloque de legalidad» compuesto tanto por las normas con rango de ley como por las normas reglamentarias.

			c.Entendiendo «ley» como «el conjunto del ordenamiento jurídico»: en este sentido, el principio de legalidad significaría «principio de juridicidad», esto es, el sometimiento de la Administración al conjunto de todo el «bloque jurídico», es decir, no tan sólo a la ley formal, ni tan siquiera al resto de las normas jurídico-positivas, sino que el bloque jurídico estaría integrado por el ordenamiento jurídico en su conjunto (configurado por las normas positivas —tanto las que tienen rango de ley como las que poseen valor reglamentario—, y por aquellas otras no escritas —los principios generales del Derecho y la costumbre—).

			B.Las relaciones de la Administración con la «legalidad».

			a.La tesis de la vinculación positiva: la Administración sólo puede hacer aquello para lo que resulte habilitada por la «legalidad». Debe existir una autorización previa por la «legalidad» para que la Administración actúe.

			b.La tesis de la vinculación negativa: la Administración puede hacer todo aquello que no esté prohibido, siempre que su acción se dirija a la satisfacción de los intereses generales, y sin necesidad de una habilitación previa por parte del ordenamiento jurídico. En este sentido, la Administración se situaría frente al Derecho en un plano similar al que se encuentran los particulares.

			3.Las potestades administrativas.

			A.El concepto de potestad en general: poder jurídico otorgado por el ordenamiento jurídico a un sujeto para la realización de un fin, pero no en beneficio propio, sino de un tercero. En este sentido, por ejemplo, la patria potestad es un poder jurídico otorgado por el ordenamiento jurídico a los padres, no en su propio beneficio, sino en el de sus hijos no emancipados, para su cuidado y el desarrollo de su personalidad.

			B.El concepto de potestad administrativa: poder jurídico de actuación otorgado a la Administración por el ordenamiento jurídico para la realización de una finalidad de interés general predeterminada por la propia norma, y, por lo tanto, no en beneficio de la propia Administración (o de sus agentes), sino de la colectividad social a la que dicha Administración sirve.

			C.Algunos ejemplos:

			a.La potestad reglamentaria: el poder jurídico que se atribuye al Poder Ejecutivo por el ordenamiento jurídico para dictar normas escritas de rango inferior a la ley, llamadas reglamentos.

			b.La potestad expropiatoria: el poder jurídico otorgado a la Administración por el ordenamiento jurídico para la privación singular a los ciudadanos de sus bienes, derechos o intereses legítimos cuando concurran causas de utilidad pública o interés social (art. 33.3 CE), pero siempre con la compensación de dicha privación mediante la correspondiente indemnización, llamada justiprecio.

			c.La potestad sancionadora: el poder jurídico que se atribuye a la Administración por la Constitución (art. 25 CE) y por la ley para castigar (mediante la imposición de las correspondientes sanciones) a los ciudadanos que cometan infracciones previamente tipificadas por una ley.

			d.La potestad tributaria: el poder jurídico que se atribuye a la Administración por la Constitución (art. 133.1 CE) y por la ley para establecer y recaudar tributos en aras a la obtención de los recursos económicos necesarios para realizar los intereses generales a que viene obligada constitucionalmente la Administración (art. 103.1 CE).

			El concepto legal de tributos: «Los tributos son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos» (art. 2.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria).

			4.Los privilegios de las Administraciones Públicas. En particular, la autotutela declarativa y la autotutela ejecutiva.

			A.La diferencia entre la autotutela y la heterotutela.

			a.Sobre el concepto de autotutela: «prerrogativa de las Administraciones Públicas según la cual sus decisiones son ejecutorias, en el sentido que obligan a sus destinatarios cuando se cumplen los requisitos formales para su perfeccionamiento y notificación» (Diccionario del español jurídico).

			b.La heterotutela como la protección o el «cuidado» de una persona y de sus bienes, dispensado por un tercero (Jueces y Tribunales).

			B.La autotutela declarativa: la presunción de validez de los actos administrativos.

			a.El art. 39.1 LPAC dispone: «Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa».

			b.La naturaleza de la presunción: es una presunción iuris tantum de validez. Su significación: los particulares están obligados al cumplimiento del acto, en tanto no se demuestre su invalidez, trasladando a los ciudadanos la carga de su impugnación en vía administrativa o/y en vía contencioso-administrativa.

			C.La autotutela ejecutiva.

			a.Planteamiento general: en la medida en que los actos administrativos se presumen válidos, y desde que se dictan producen efectos, los particulares quedan obligados a cumplirlos (esto es, son ejecutivos —arts. 38, 39 y 98 LPAC—). Si los particulares no los cumplen voluntariamente, la Administración puede imponerlos por sí misma de manera forzosa (ejecución forzosa —art. 99 LPAC—).

			a.1.El cumplimiento voluntario de los actos administrativos.

			a.2.La ejecución forzosa. El art. 99 LPAC establece: «Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en cada caso, podrán proceder, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda la ejecución de acuerdo con la Ley, o cuando la Constitución o la Ley exijan la intervención de un órgano judicial».

			b.La excepción: la intervención de los órganos judiciales cuando la ejecución de los actos administrativos afecte a los derechos fundamentales. El caso particular de la entrada en el domicilio: el art. 18.2 CE, el art. 91.2 LOPJ y el art. 8.6 LJCA.

			b.1.El reconocimiento constitucional de la inviolabilidad del domicilio como un derecho fundamental. El art. 18.2 CE dispone: «El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito».

			b.2.El art. 100.3 LPAC prevé: «Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran la autorización de su titular, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial».

			b.3.El juez competente para autorizar la entrada en el domicilio cuando sea necesaria para la ejecución de un acto administrativo. El art. 8.6 LJCA establece: «Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-administrativo de las autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la Administración pública, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la Entidad Pública competente en la materia».

			b.4.Los límites a la obligación por parte de la Administración de obtener autorización judicial para entrar en un domicilio: la autorización judicial expresa es necesaria para ejecutar un acto administrativo (SsTC 22/1984, de 17 de febrero, o 76/1992, de 14 de mayo); no es necesaria, sin embargo, para ejecutar una Sentencia contencioso-administrativa ni tampoco, consecuentemente, el acto administrativo confirmado por una de dichas Sentencias (STC 160/1991, de 18 de julio).

			D.El tradicional modelo de autotutela en el Derecho Administrativo continental europeo frente al sistema anglosajón de la heterotutela de la Administración. Hauriou versus Dicey.

			IV. LAS GARANTÍAS DE LOS CIUDADANOS FRENTE A LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			1.El procedimiento administrativo.

			A.Su concepto: es el cauce formal de producción por parte de la Administración de las disposiciones generales y de las resoluciones o actos singulares.

			B.La doble finalidad del procedimiento administrativo.

			a.Ofrece, por un lado, pautas de comportamiento a la Administración, que contribuyen a garantizar la necesaria legalidad y objetividad en su actuación, que está orientada a la satisfacción de los intereses públicos (art. 103.1 CE).

			b.Contribuye, por otro lado, a la garantía de los derechos e intereses de los ciudadanos, que pueden intervenir en la toma de las decisiones administrativas (art. 105 CE).

			2.La responsabilidad patrimonial de la Administración: el derecho a la indemnización de los daños causados a los particulares por el funcionamiento (normal o anormal) de los servicios públicos.

			a.El art. 106.2 CE prevé: «Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos».

			b.El art. 32.1 LRJSP establece: «Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley».

			3.El sistema de recursos.

			A.El concepto de recurso dentro del Derecho Administrativo: es un medio o mecanismo de impugnación a través del que los administrados legitimados solicitan de la Administración o de los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa la anulación o la modificación de los actos administrativos lesivos de sus derechos o intereses legítimos al considerarlos contrarios al ordenamiento jurídico.

			B.La doble vía de impugnación de los actos administrativos.

			a.Los recursos administrativos: la impugnación de los actos administrativos ante la propia Administración autora del acto.

			b.Los recursos contencioso-administrativos.

			b.1.La aproximación al concepto: la impugnación de los actos administrativos ante los Juzgados y Tribunales integrantes del orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

			b.2.Introducción a la jurisdicción contencioso-administrativa.

			b.2.1.Introducción a los conceptos de Juzgado y de Tribunal. Los jueces y los magistrados.

			b.2.2.Los diferentes órdenes jurisdiccionales. En particular, el orden contencioso-administrativo como jurisdicción especializada en el control de las Administraciones Públicas.

			b.2.3.La planta judicial en el orden contencioso-administrativo (art. 6 LJCA):

			1)Juzgados de lo Contencioso-administrativo.

			2)Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.

			3)Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia.

			4)Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

			5)Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo.

			5.Otros tipos de mecanismos de control: por ejemplo, el Defensor del Pueblo (art. 54 CE) o el Tribunal de Cuentas (art. 136 CE).

			V. LA ESTRUCTURA BÁSICA DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			1.La Constitución.

			2.Las normas con rango de ley.

			A.Las normas con rango de ley en el ámbito estatal.

			a.Las normas elaboradas por las Cortes Generales: las leyes formales estatales.

			a.1.Las leyes orgánicas.

			a.2.Las leyes ordinarias.

			b.Las normas con rango de ley aprobadas por el Gobierno de la Nación.

			b.1.Los reales decretos-leyes.

			b.2.Los reales decretos legislativos.

			b.2.1.Los textos refundidos.

			b.2.2.Los textos articulados.

			c.La particular naturaleza jurídica de los Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas.

			c.1.La participación del Estado y de los representantes de los territorios que iban a constituirse en Comunidades Autónomas en su elaboración: la definitiva aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

			c.2.El Estatuto de Autonomía como «norma institucional básica» de cada Comunidad Autónoma, aprobada «(D)entro de los términos de la presente Constitución» (art. 147.1 CE).

			c.3.El Estatuto de Autonomía de Extremadura: la Ley Orgáni- ca 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			B.Las normas con rango de ley a nivel autonómico. El modelo de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			a.Las normas elaboradas por los Parlamentos Autonómicos: las leyes formales autonómicas. En concreto, las leyes de la Asamblea de Extremadura.

			a.1.Las leyes aprobadas por mayoría cualificada.

			a.2.Las leyes ordinarias.

			b.Las normas con rango de ley dictadas por los Gobiernos Autonómicos. En concreto, las normas con rango de ley emanadas de la Junta de Extremadura.

			b.1.Los decretos-leyes.

			b.2.Los decretos legislativos. Las peculiaridades de los decretos legislativos en Extremadura.

			3.Las normas con valor reglamentario.

			A.Las normas reglamentarias dictadas en el ámbito de la Administración General del Estado. Sus formas de aprobación.

			a.Los reales decretos.

			b.Las órdenes ministeriales.

			c.Las disposiciones de rango inferior: circulares, instrucciones y órdenes de servicio.

			B.Las normas reglamentarias de ámbito autonómico. Sus formas de aprobación.

			a.Los decretos.

			b.Las órdenes de los Consejeros autonómicos.

			c.Las disposiciones inferiores: circulares, instrucciones y órdenes de servicio.

			4.Las normas de las Administraciones Locales: su valor reglamentario. En particular, las ordenanzas municipales.

			5.La posición dentro del sistema de fuentes del Derecho de los Tratados Internacionales. El art. 31 («Prevalencia de los tratados») de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, prevé que: «Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente prevalecerán sobre cualquier otra norma del ordenamiento interno en caso de conflicto con ellas, salvo las normas de rango constitucional».

			6.Introducción a las fuentes del Derecho comunitario europeo.

			A.El Derecho originario: los tratados. De las originarias Comunidades Europeas (Comunidad Europea del Carbón y del Acero, Comunidad Económica Europea y Comunidad Europea de la Energía Atómica) a la actual Unión Europea (Tratado de la Unión Europea, Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea).

			B.El Derecho derivado: las instituciones europeas pueden adoptar «reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes» (art. 288 TFUE).

			a.Introducción: las instituciones esenciales de la Unión Europea (el Consejo, la Comisión y el Parlamento) y su poder normativo.

			b.Las normas fundamentales de derecho derivado: los reglamentos y las directivas.

			b.1.Los reglamentos europeos.

			b.1.1.Su regulación: «El reglamento tendrá un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro».

			b.1.2.Su efecto directo: los reglamentos europeos, desde su entrada en vigor, generan por sí mismos derechos y obligaciones para todos los ciudadanos de la Unión con independencia del Estado miembro del que sean nacionales.

			b.1.3.No deben confundirse los reglamentos europeos con los reglamentos dictados por el Poder Ejecutivo (español o autonómico) ni con los Reglamentos de las Cámaras legislativas (esto es, el Reglamento del Congreso de los Diputados, el Reglamento del Senado o los Reglamentos de los diecisiete parlamentos autonómicos).

			b.2.Las directivas europeas.

			b.2.1.Su regulación: «La directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios».

			b.2.2.Su funcionamiento: las directivas se dirigen y obligan a los Estados, que deben transponerlas al derecho interno nacional dentro del plazo máximo establecido por las propias directivas. Una vez transpuestas al derecho nacional es cuando generan derechos y obligaciones para los ciudadanos de los diferentes Estados de la Unión.

			c.Las decisiones europeas.

			c.1.Su regulación: «La decisión será obligatoria en todos sus elementos. Cuando designe destinatarios, sólo será obligatoria para éstos».

			c.2.La particular naturaleza de las decisiones: en ocasiones tienen carácter general y abstracto (son verdaderas normas); y en otras ocasiones se dirigen únicamente a sujetos concretos (son actos administrativos singulares).

			d.Las recomendaciones y los dictámenes no son normas jurídicas obligatorias: «Las recomendaciones y los dictámenes no serán vinculantes».

			C.Los principios generales del Derecho comunitario elaborados por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (en la actualidad, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea). En particular, los principios de:

			a.El efecto directo: las normas comunitarias generan derechos y obligaciones para los particulares (STJCE «Van Gend & Loos»).

			b.La primacía del Derecho comunitario: las normas europeas prevalecen o priman sobre cualquier norma de Derecho interno que se les oponga, de manera tal que las normas comunitarias deben aplicarse con preferencia cualquiera que sea el rango de la norma interna y con independencia de que haya sido aprobada con posterioridad a la norma comunitaria (SsTJCE «Costa/ENEL» y «Simmenthal»).

			7.Los principios de relación entre los distintos ordenamientos jurídicos.

			A.Introducción a los arts. 9.3 y 149, apartados 1 y 3, CE y al art. 5 TUE.

			B.El principio de jerarquía normativa. Su filosofía: una norma está situada en el ordenamiento jurídico (estando supraordenada o infraordenada en relación con otra) en función de la autoridad de la que emane (y del momento en que se dicte). Este principio tiene dos subprincipios que operan de forma sucesiva:

			a.El principio de la «lex superior» («la norma de rango superior deroga la norma de rango inferior»). Este principio opera dotando a unas normas de mayor rango que a otras, de tal forma que en caso de conflicto se aplican las normas superiores en rango en detrimento de las que tienen un valor jurídico inferior.

			b.El principio de la «lex posterior» («la norma posterior en el tiempo deroga la anterior del mismo rango»). Este principio es un complemento del principio anterior, sirviendo para ordenar la sucesión en el tiempo de normas del mismo rango.

			C.El principio de competencia. Este principio parte de la idea de que el conjunto del poder es divisible en parcelas. Pues bien, este principio supone la distribución de materias (o de funciones) entre dos Administraciones (por ejemplo, el Estado y las Comunidades Autónomas; o el Estado y la Unión Europea), implicando la atribución a cada concreta Administración de la potestad de regular (de manera exclusiva o compartida) cada materia, así como la potestad de realizar las tareas ejecutivas ligadas a cada materia, con exclusión de las otras Administraciones. Sobre las materias y las funciones (legislativa y ejecutiva).

			D.El principio de prevalencia o primacía. Este principio parte de la idea de que no siempre el principio de competencia permite resolver los conflictos entre normas de dos ordenamientos jurídicos (por ejemplo, del Estado y de las Comunidades Autónomas), y resuelve el problema (el conflicto normativo) añadiendo un «plus» al principio de competencia: la jerarquización de los contenidos de los dos ordenamientos jurídicos parciales o secundarios en conflicto (uno de estos ordenamientos tiene más valor que el otro):

			a.El Derecho del Estado prima sobre el Derecho de las Comunidades Autónomas (art. 149.3 CE).

			b.El Derecho comunitario europeo prevalece sobre el Derecho estatal (SsTJCE «Costa/ENEL» o «Simmenthal»).

			E.El principio de supletoriedad. Este principio parte de la idea de que en el derecho no se pueden producir vacíos normativos que impidan resolver un conflicto litigioso, por lo que posibilita la circunstancia de que, en el caso de que un ordenamiento jurídico carezca de una norma que pudiese ser de aplicación a un supuesto de hecho concreto, se pueda recurrir a una norma de otro ordenamiento, «dejando así a salvo la finalidad de plenitud reguladora que tiene el derecho».

			F.El principio de subsidiariedad. Este principio parte de la idea de que siempre debe actuar la Administración más próxima a los ciudadanos que tenga la capacidad suficiente para conseguir en cada caso el objetivo pretendido. En este sentido, el art. 5 TUE establece: «En virtud del principio de subsidiariedad, en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión».

			VI. LAS FORMAS DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA

			1.La actividad normativa: la elaboración de disposiciones generales y abstractas por parte de la Administración, que de manera unilateral generan derechos y obligaciones para los ciudadanos, y cuyo incumplimiento produce efectos jurídicos (en muchos casos de naturaleza punitiva).

			2.La adopción de actos administrativos: declaraciones singulares de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizadas de manera unilateral por la Administración Pública en ejercicio de una potestad administrativa (Zanobini). En particular, los actos administrativos singulares.

			3.La contratación por parte de las Administraciones Públicas. Introducción a la idea de contrato: acuerdo entre dos o más sujetos, que genera derechos y obligaciones entre ellos.

			4.La planificación administrativa. En particular, los planes urbanísticos y medioambientales.

			5.La actividad material de la Administración.

			VII. INTRODUCCIÓN A LAS NORMAS ESENCIALES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO ESPAÑOL. EN Particular, LA NORMATIVA REGULADORA DEL GOBIERNO Y DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS A NIVEL ESTATAL Y EXTREMEÑO

			1.La normativa reguladora del Gobierno.

			A.La regulación del gobierno estatal.

			a.El Título IV («Del Gobierno y de la Administración» —arts. 97 a 102, en concreto—) de la Constitución Española de 1978.

			b.La Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

			B.La regulación de los gobiernos autonómicos. En particular, la normativa reguladora de la Junta de Extremadura y de su Presidente.

			a.El art. 152.1, párrafo primero, de la Constitución.

			El párrafo primero del art. 152.1 CE dispone: «En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea».

			b.Los Estatutos de Autonomía. En particular, el Capítulo II («Del Presidente de Extremadura» —arts. 24 a 30—) y el Capítulo III («De la Junta de Extremadura y de la Administración» —en concreto, arts. 31 a 36—) del Título II («De las Instituciones de Extremadura») del Estatuto de Autonomía de Extremadura.

			c.Las leyes autonómicas del gobierno (y de la administración). En particular, la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura (LGAEx).

			2.La normativa reguladora del procedimiento administrativo y del régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

			A.La normativa estatal.

			a.Evolución histórica.

			a.1.Los años cincuenta del siglo XX: la regulación separada del procedimiento administrativo y del régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

			a.1.1.Ley de 20 de julio de 1957, sobre régimen jurídico de la Administración del Estado.

			a.1.2.Ley de 17 de julio de 1958, sobre Procedimiento administrativo.

			a.2.La regulación unitaria del procedimiento administrativo común y de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas: la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

			b.La nueva legislación administrativa en materia de procedimiento administrativo y de régimen jurídico de las Administraciones Públicas de 2015: la vuelta a una regulación separada.

			b.1.Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

			b.2.Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

			b.3.Los dos ejes fundamentales de la reforma: la nueva regulación de las relaciones «ad extra» y «ad intra» de las Administraciones Públicas.

			b.3.1.Las relaciones «ad extra» entre las Administraciones y los ciudadanos pretenden regularse en un cuerpo normativo único constituido por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Esta norma legal regula la actividad administrativa ligada a:

			1)La elaboración de los actos administrativos.

			2)La potestad reglamentaria.

			3)La iniciativa legislativa.

			b.3.2.Las relaciones «ad intra» de la Administración (esto es, «internamente con el resto de Administraciones e instituciones del Estado») se regulan en la Ley 40/ 2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

			B.La normativa reguladora de las Administraciones autonómicas. En particular, la normativa específica para la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			a.Los Estatutos de Autonomía. En particular, el Capítulo III («De la Junta de Extremadura y de la Administración» —en concreto, arts. 37 a 39—) del Título II («De las Instituciones de Extremadura») del Estatuto de Autonomía de Extremadura de 2011.

			b.Las leyes autonómicas (del gobierno y) de la administración. En particular, la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			c.Otras leyes autonómicas extremeñas fundamentales para la regulación del Poder Ejecutivo.

			c.1.La Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura.

			c.2.La Ley 1/2014, de 18 de febrero, de regulación del estatuto de los cargos públicos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			c.3.La Ley 4/2015, de 26 de febrero, de regulación del proceso de transición entre gobiernos en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

		

	
		
			 LECCIÓN 2

			FUNDAMENTOS HISTÓRICOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			«La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que sancione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos».

			Artículo 6 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 26 de agosto de 1789.

			ESTRUCTURA:

			I.La formación histórica del Derecho Administrativo.

			II.Los primeros pasos del constitucionalismo español.

			III.La evolución de los principios revolucionarios.

			IV.En particular, la vigente ordenación territorial de España: el Estado de las Autonomías.

			V.La tendencia hacia la formación de un Derecho Administrativo común europeo y hacia la armonización de los Derechos públicos nacionales.

			NORMATIVA DE REFERENCIA:

			I.Constitución Española (CE).

			II.Normativa estatal.

			1.Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ).

			2.Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales.

			3.Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, de Reforma de la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana.

			4.Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

			5.Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura (EAEx).

			6.Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL).

			7.Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado.

			BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA:

			GARCÍA DE ENTERRÍA, E., y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Curso de Derecho Administrativo, Tomo I, Civitas-Thomson, Madrid, 17.ª edición, 2015.

			MUÑOZ MACHADO, S., Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General, Tomo I. Historia de las instituciones jurídico-administrativas-1; Tomo II. Historia de las instituciones jurídico-administrativas-2, Boletín Oficial del Estado, Madrid, 4.ª edición, 2015.

			SANTAMARIA PASTOR, J. A., Principios de Derecho Administrativo General, Tomo I, Iustel, Madrid, 4.ª edición, 2016.

			LECTURAS RECOMENDADAS:

			ARAGÓN REYES, M., «Significado e influencia de la Constitución de 1812», Revista Anthropos, núm. 236, 2012, pp. 13-24.

			CHEVALIER, J. J., Los grandes textos políticos. Desde Maquiavelo a nuestros días, Aguilar, Madrid, 1981.

			GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Revolución francesa y Administración contemporánea, Civitas, Madrid, 4.ª edición, 1994.

			LEGUINA VILLA, J., «La transición política y la Constitución de 1978», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 148, 2010, pp. 689-700.

			MUÑOZ MACHADO, S., El problema de la vertebración del Estado en España (Del siglo XVIII al siglo XXI), Iustel, Madrid, 2006.

			MUÑOZ MACHADO, S., La reserva de jurisdicción, La Ley, Madrid, 1989.

			NIETO GARCÍA, A., Los primeros pasos del Estado constitucional: Historia Administrativa de la Regencia de María Cristina de Borbón, Ariel, Barcelona, 1996.

			ORDUÑA REBOLLO, E., Historia del Estado español, Marcial Pons, Madrid, 2015.

			SANTAMARIA PASTOR, J. A., Sobre la génesis del Derecho Administrativo español en el siglo XIX (1812-1845), Iustel, Madrid, 2006.

			REQUEJO PAGÉS, J. L., El sueño constitucional, KRK ediciones, Oviedo, 2016.

			I. LA FORMACIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			1.La Revolución Francesa supuso la renovación de las bases sobre las que se había asentado el poder público durante el Antiguo Régimen: 1) Los cambios en el modo de producir el Derecho: el principio de legalidad; 2) Las transformaciones en la forma de concebir las relaciones entre el Derecho y los poderes públicos: el principio de separación de poderes, y 3) La nueva forma de organización territorial del Estado: la centralización.

			2.El principio de legalidad.

			A.Antiguo Régimen: la monarquía absoluta (rex legibus solutus). La libertad real para crear leyes y modificarlas, sin estar vinculado por ellas.

			B.Los cambios teóricos propiciados por la Revolución Francesa.

			a.Los filósofos de la Revolución: Montesquieu (Del espíritu de las leyes) y Rousseau (El contrato social).

			b.La sumisión de los poderes públicos a la Ley —expresión de la voluntad general— elaborada por una asamblea legislativa. ¿Quiénes forman parte del nuevo parlamento? El auge de la burguesía.

			3.El principio de separación de poderes.

			A.La finalidad de la fragmentación del poder: «Una sociedad en la que la garantía de los derechos no está asegurada, ni la separación de poderes determinada, no tiene Constitución» (art. 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789).

			B.El papel teórico de cada uno de los tres poderes del Estado.

			a.El Poder Legislativo: elabora la ley como «expresión de la voluntad general».

			b.El Poder Ejecutivo: ejecuta la ley.

			c.El Poder Judicial: juzga y hace ejecutar lo juzgado.

			C.La cuestión de la relación entre la Administración y el Poder Judicial. ¿Quién debe controlar a la Administración: los jueces ordinarios —como sucede con cualquier ciudadano— o debe existir un sistema específico de control?

			a.Las claves de la decisión: 1) La desconfianza hacia la justicia ordinaria proveniente del Antiguo Régimen; 2) La necesidad de una Administración vigorosa que pueda asentar los principios revolucionarios.

			b.El triunfo de la tesis de Thouret («Juzgar a la Administración es también administrar»): la Administración no es controlada por los tribunales sino que se autocontrola.

			Las causas que provocaron esta decisión fueron diversas. La primera fue el papel decisivo que, sin duda, jugó la desconfianza de los revolucionarios con respecto a los Tribunales ordinarios. La segunda, la intención de los revolucionarios de procurar a la Administración una libertad de acción y unas condiciones de vitalidad e independencia de la que no había gozado durante el «Ancien Régime»: «Era preciso impedir que la jurisdicción ordinaria, al juzgar contenciosos, pudiera hacer administración». La tercera se cifraba en los principios tradicionales del Antiguo Régimen: la centralización monárquica y el carácter diferente, jurídicamente exorbitante, de los litigios que traban a la Administración y a los ciudadanos (Chevalier; Muñoz Machado).

			D.El poder normativo del Rey (Poder Ejecutivo): el significado de la sanción regia y el poder reglamentario del monarca.

			La Constitución francesa de 1791 permitió al monarca hacer «proclamations» para ordenar la ejecución de las leyes: «El Poder Ejecutivo no puede hacer ninguna ley, ni siquiera provisional, sino sólo proclamaciones conformes a las leyes para ordenar o exigir su ejecución» (art. 6). El reconocimiento positivo de una potestad normativa de la Administración se produjo con la promulgación de la Constitución napoleónica de 1799, en cuyo art. 44 se disponía: «El Gobierno propone las leyes y elabora los reglamentos necesarios para asegurar su ejecución». La Carta otorgada de 1814 atribuyó al rey la potestad de dictar reglamentos y ordenanzas para la ejecución de las leyes, pero también para la seguridad del Estado, con lo que junto a la reglamentación de ejecución se reconocía al Rey la posibilidad de dictar reglamentos independientes en materia de policía (Muñoz Machado).

			4.La organización territorial del Estado: el recurso a la técnica de la centralización.

			A.La justificación: la necesidad de extender los principios revolucionarios y de articular un sistema administrativo que hiciese posible el gobierno desde París.

			B.La adaptación del territorio nacional a la fórmula centralizadora: la división del territorio en Departamentos con el objeto de que las normas lleguen y se apliquen en todo el territorio.

			C.La reordenación del aparato administrativo: el Prefecto como jefe administrativo del Departamento. Sus relaciones con la Administración Central. Las autoridades subordinadas: el Subprefecto (en el Cantón) y el Alcalde (con su doble naturaleza —estatal y local— en el municipio).

			II. LOS PRIMEROS PASOS DEL CONSTITUCIONALISMO ESPAÑOL

			1.Planteamiento general: las razones de la influencia francesa.

			2.El papel de las Cortes de Cádiz.

			A.El principio de legalidad.

			a.La filosofía de los constituyentes de Cádiz.

			b.Los vaivenes de la historia española del primer tercio del siglo XIX. La Regencia de María Cristina.

			B.El principio de separación de poderes. Sobre la cuestión del control de la Administración, en particular.

			a.La idea originaria de los constituyentes de que la Administración tenía que estar sometida al mismo régimen de control que los ciudadanos. La separación originaria del modelo francés y la aproximación al modelo británico. La desaparición inicial de las jurisdicciones especiales existentes en el Antiguo Régimen.

			b.La realidad subsiguiente: la implantación del modelo francés de que juzgar a la Administración es también administrar; esto es, el autocontrol por parte de la Administración, descartando el control de los Tribunales.

			C.La organización territorial del Estado: la recepción en España de la técnica centralizadora.

			a.La Constitución de Cádiz: la regulación del «territorio de las Españas» en el Capítulo I de su Título II (arts. 10 y 11).

			a.1.El territorio de las Españas en 1812 (art. 10):

			«El territorio español comprende en la Península con sus posesiones e islas adyacentes, Aragón, Asturias, Castilla la Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, Córdoba, Extremadura, Galicia, Granada, Jaén, León, Molina, Murcia, Navarra, Provincias Vascongadas, Sevilla y Valencia, las islas Baleares y las Canarias con las demás posesiones de África.

			En la América septentrional, Nueva España, con la Nueva Galicia y Península de Yucatán, Guatemala, provincias internas de Oriente, provincias internas de Occidente, isla de Cuba con las dos Floridas, la parte española de la isla de Santo Domingo, y la isla de Puerto Rico con las demás adyacentes a éstas y al continente en uno y otro mar.

			En la América meridional, la Nueva Granada, Venezuela, el Perú, Chile, provincias del Río de la Plata, y todas las islas adyacentes en el mar Pacífico y en el Atlántico.

			En el Asia, las islas Filipinas, y las que dependen de su gobierno».

			a.2.El aplazamiento de la ordenación territorial de las Españas (art. 11):

			«Se hará una división más conveniente del territorio español por una ley constitucional, luego que las circunstancias políticas de la Nación lo permitan».

			b.La implantación del sistema centralizador durante la Regencia de María Cristina.

			b.1.La justificación: el establecimiento de una división territorial racional y de un aparato administrativo que haga posible que las normas lleguen y se apliquen en todo el territorio.

			b.2.La división territorial del país: 1) El fracaso de los proyectos iniciales; 2) El Decreto de división provincial de Javier de Burgos (RD de 30 de noviembre de 1833).

			b.3.El aparato administrativo: el Subdelegado de Fomento (Provincia). Sus relaciones con los órganos administrativos superiores y con los inferiores (el Alcalde: su doble naturaleza).

			III. LA EVOLUCIÓN DE LOS PRINCIPIOS REVOLUCIONARIOS

			1.El principio de legalidad.

			A.El Antiguo Régimen: Rex legibus solutus.

			B.La Revolución Francesa en su modelo teórico: el Legislador elabora las leyes; y el Poder Ejecutivo (esto es, el Gobierno y la Administración) ejecuta lo ordenado por el Legislador. En otras palabras, el principio de legalidad (la Ley) tiene como objetivo limitar el poder del Gobierno y de la Administración: la Administración está sujeta a las leyes (que son «expresión de la voluntad general» y libre del «pueblo» soberano manifestada a través del Parlamento), y es precisamente esta sujeción a la Ley la garantía de la libertad y de la propiedad de todos los ciudadanos. O en otros términos: todas las actuaciones de la Administración deben estar justificadas en una Ley formal previa que, en la medida en que resulta ser expresión de la voluntad general, legitima aquellas actuaciones.

			C.El principio de legalidad en la actualidad.

			a.Las dos caras de la legalidad (o sobre la relación de la Administración con la «legalidad»).

			a.1.La vertiente de la vinculación positiva del principio de legalidad: la Administración sólo puede hacer aquello para lo que resulte habilitada por la «legalidad». Debe existir una autorización previa por la «legalidad» para que la Administración actúe.

			a.2.La vertiente de la vinculación negativa del principio de legalidad: la Administración puede hacer todo aquello que no esté prohibido, siempre que su acción se dirija a la satisfacción de los intereses generales, y sin necesidad de una habilitación previa por parte del ordenamiento jurídico. En este sentido, la Administración se situaría frente al Derecho en un plano similar al que se encuentran los particulares.

			b.El legislador no es el único poder que elabora normas escritas, sino que el Ejecutivo dispone de: 1) Poder para dictar normas con rango de ley, y 2) Poder reglamentario para hacer normas de naturaleza meramente ejecutiva de las leyes (reglamentos ejecutivos) o para elaborar normas sobre cuestiones no reguladas por el legislador (reglamentos independientes y reglamentos de necesidad).

			c.Hoy, el principio de legalidad puede tener varias acepciones:

			c.1.Entendiendo «ley» como «norma elaborada por el Legislador»: la Administración está vinculada en su actuación por las decisiones previamente tomadas por el Parlamento mediante «leyes formales».

			c.2.Entendiendo «ley» como «norma escrita»: la Administración está vinculada en su actuación por el «bloque de legalidad» compuesto tanto por las normas con rango de ley como por las normas reglamentarias.

			c.3.Entendiendo «ley» como «el conjunto del ordenamiento jurídico»: en este sentido, el principio de legalidad significaría «principio de juridicidad», esto es, el sometimiento de la Administración al conjunto de todo el «bloque jurídico», es decir, no tan sólo a la ley formal, ni tan siquiera al resto de las normas jurídico-positivas, sino que el bloque jurídico estaría integrado por el ordenamiento jurídico en su conjunto (configurado por las normas positivas— tanto las que tienen rango de ley como las que poseen valor reglamentario—, y por aquellas otras no escritas —los principios generales del Derecho y la costumbre—).

			2.El principio de división de poderes.

			A.La configuración teórica del principio de división de poderes (Locke, Montesquieu y Rousseau).

			B.Poder Judicial y Administración.

			a.La Revolución Francesa: a la Administración no le juzga en primera instancia el poder judicial, sino la propia Administración («juger l’Administration, c’est encore administrer»). En otras palabras, controlar (o juzgar) a la Administración entra dentro de las funciones administrativas.

			b.En la actualidad, la Administración es controlada por el Poder Judicial. Ahora bien, como regla general, por un orden jurisdiccional especializado: el contencioso-administrativo.

			c.Persisten, no obstante, restos del autocontrol de la Administración pública por parte de la propia Administración: los recursos administrativos.

			c.1.Los recursos administrativos obligatorios antes de poder acceder a los órganos jurisdiccionales: el recurso de alzada (la resolución del recurso por el superior jerárquico del órgano que dictó el acto administrativo impugnado).

			c.2.Los recursos administrativos potestativos o voluntarios antes de poder acceder a los órganos jurisdiccionales: el recurso de reposición (la resolución del recurso por el mismo órgano administrativo que dictó el acto impugnado).

			d.Existen en ocasiones conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración, en los que unos y otra reivindican su competencia para resolver. Estos conflictos son resueltos por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, con una composición mixta: su presidente es el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial; dos magistrados de la Sala Tercera del Tribunal Supremo; y tres Consejeros Permanentes de Estado (art. 38 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales).

			C.El Poder Ejecutivo.

			a.Este poder no sólo ejecuta la ley, sino que dispone de la capacidad de dictar normas jurídicas tanto con rango de ley como con valor reglamentario.

			b.Las normas dictadas por el Poder Ejecutivo con rango de ley: 1) Los decretos-leyes; 2) Los decretos legislativos.

			c.Las normas dictadas por el Poder Ejecutivo con valor reglamentario. Tipología.

			D.El Poder Legislativo.

			a.Este poder no sólo dicta disposiciones generales y abstractas con forma de ley. Tipología de normas legales dictadas por el Parlamento.

			b.A veces dicta también disposiciones de naturaleza singular (también con forma de ley), y que son materialmente, por tanto, verdaderos actos administrativos singulares. Un par de ejemplos: el asunto Rumasa y la Ley expropiatoria canaria de edificios para la ampliación del Parlamento autonómico. Introducción a la problemática jurídica ligada a las «leyes singulares».

			3.La descentralización política de España: el Estado Autonómico español.

			A.La crisis de los Estados centralizados.

			a.La justificación: 1) La perspectiva técnica: el aumento del volumen y de la complejidad de los asuntos gestionados por los Estados; 2) Las aspiraciones políticas e históricas.

			b.Descentralización funcional (departamentalización; administraciones institucionales; administraciones corporativas) versus descentralización territorial o política.

			c.La descentralización política en Europa.

			c.1.Los Estados federales (los ejemplos de Alemania, Austria o Suiza).

			c.2.Los Estados regionales (Italia).

			c.3.El caso portugués: un Estado centralizado con dos regiones autónomas (Madeira y Azores).

			c.4.La vía francesa hacia la regionalización

			B.El modelo autonómico español de la Constitución de 1978.

			IV. EN PARTICULAR, LA VIGENTE ORDENACIÓN TERRITORIAL DE ESPAÑA: EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS

			1.Los antecedentes.

			A.El primer intento de una descentralización política: la Primera República y el proyecto de Constitución Federal de 1873. El cantonalismo: las pretensiones de establecer una España federal por la vía de los hechos (desde abajo hacia arriba).

			B.El fallido ensayo de la descentralización territorial durante la Segunda República: el «Estado integral» de la Constitución de 1931.

			2.Las bases constitucionales del Estado Autonómico. En particular, el art. 2 y el Título VIII de la Constitución.

			A.Los principios constitucionales esenciales para la organización territorial de España establecidos por el art. 2 CE: la unidad, la autonomía y la solidaridad.

			El art. 2 CE dispone, literalmente, que: «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas».

			a.La unidad: «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles».

			a.1.El Estado integra todas las entidades territoriales que lo conforman (Comunidades Autónomas y Entidades Locales), ocupando dicho Estado una posición de superioridad sobre los entes que lo integran.

			a.2.Las manifestaciones del principio de unidad del Estado.

			a.2.1.La unidad política: el «pueblo español» (que habita en el conjunto del Estado) es el único titular de la soberanía. El art. 1.2 CE dispone: «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado».

			a.2.2.La unidad jurídica.

			1)El Estado tiene competencia exclusiva para legislar en las principales ramas del ordenamiento jurídico (art. 149.1.6.º, 7.º y 9.º) o en las principales materias de cada una de dichas ramas (art. 149.1.8.º y 18.º).

			El art. 149.1 CE estable que: «El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

			[…]

			6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas.

			7.ª Legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

			8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

			9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

			[…]

			18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas».

			2)La igualdad esencial de derechos y de obligaciones de los españoles en el conjunto del territorio del Estado: el art. 139.1 CE garantiza el que «(T)odos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado», y el art. 149.1.1.ª CE establece que «(E)l Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales».

			3)La existencia de un poder judicial único para todo el Estado, en cuya cúspide se encuentra el Tribunal Supremo (arts. 117, 123 y 152.1, párrafos 2 y 3, CE).

			En relación con el Tribunal Supremo, en particular, el art. 123.1 CE dispone: «El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales».

			4)El órgano máximo para garantizar la unidad jurídica a nivel del conjunto del Estado es el Tribunal Constitucional.

			a.2.3.La unidad económica.

			1)El principio de unidad del orden económico nacional: la existencia de unos principios económicos esenciales que han de aplicarse de forma armonizada en el conjunto del Estado.

			En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que la llamada constitución económica formal «implica la existencia de unos principios básicos del orden económico que han de aplicarse con carácter unitario, unicidad que está reiteradamente exigida por la Constitución, cuyo Preámbulo garantiza la existencia de “un orden económico y social justo”, y cuyo artículo 2 establece un principio de unidad que se proyecta en la esfera económica por medio de diversos preceptos constitucionales, tales como el 128 entendido en su totalidad, el 131.1, el 139.2 y el 138.2, entre otros. Por otra parte, la Constitución fija una serie de objetivos de carácter económico cuya consecución exige la adopción de medidas de política económica aplicables con carácter general a todo el territorio nacional (arts. 40.1, 130.1, 131.1 y 138.1).

			Esta exigencia de que el orden económico nacional sea uno en todo el ámbito del Estado es más imperiosa en aquéllos, como el nuestro, que tienen una estructura interna no uniforme, sino plural o compuesta desde el punto de vista de su organización territorial (Título VIII de la CE)» (STC 1/1982, de 28 de enero, FJ 1).

			Este principio presenta una gran virtualidad y es, según la propia STC 1/1982, la de constituir «un presupuesto necesario para que el reparto de competencias entre el Estado y las distintas Comunidades Autónomas en materias económicas no conduzca a resultados disfuncionales y desintegradores».

			La unidad del orden económico nacional no significa, no obstante, uniformidad (STC 88/1986, de 1 de julio). Es, por tanto, necesario buscar un equilibrio entre el principio de la unidad del orden económico y la diversidad de regímenes jurídicos que es connatural al principio constitucional de autonomía.

			Este equilibrio «admite una pluralidad y diversidad de intervenciones de los poderes públicos en el ámbito económico» (STC 88/1986). En concreto, para que una actuación autonómica en este campo resulte admisible es necesario que concurran simultáneamente tres circunstancias: 1) La regulación autonómica debe realizarse dentro del ámbito competencial de la Comunidad Autónoma. 2) Esa regulación, en cuanto introductora de un régimen diverso del o de los existentes en el resto de la Nación, debe resultar proporcionada al objeto legítimo que se persigue, de manera que las diferencias y peculiaridades en ella previstas resulten adecuadas y justificadas por su fin. 3) En todo caso, debe quedar a salvo la igualdad básica de todos los españoles (Álvarez García).

			2)El principio de la unidad del orden económico nacional tiene dos tipos de derivaciones: por un lado, el principio de unidad de mercado, y, por otro, el de la unidad de la política económica.

			En este sentido, señala el Tribunal Constitucional que: «Una de las manifestaciones de dicha unidad es el principio de unidad del mercado “y, por tanto, del mercado de capitales—, reconocido implícitamente por el art. 139.2 CE al disponer que “ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen (...) la libre circulación de bienes en todo el territorio español”. Otra manifestación de esa unidad del orden económico es la exigencia (...) de la adopción de medidas de política económica aplicables, con carácter general, a todo el territorio nacional, al servicio de una serie de objetivos de carácter económico fijados por la propia CE (arts. 40.1, 130.1, 131.1 y 138.1) (SsTC 96/1984, FJ 3.º, 37/1981, 1/1982 y 64/1990)» (STC 133/1997, de 16 de julio, FJ 4 B).

			i)El principio de «unidad de mercado» está orientado a garantizar que la integración que ha alcanzado el mercado español no se vea perturbada por acciones en sentido contrario (incluso aunque pudieran gozar de una cobertura competencial más o menos evidente) de las entidades territoriales dotadas de autonomía, pero tampoco de las propias autoridades estatales.

			El Tribunal Constitucional ha perfilado sobre la base de los arts. 139 y 149.1.1.ª de la Constitución el contenido del principio de «unidad de mercado» en su Sentencia 64/1990, de 5 de abril, que, recogiendo su jurisprudencia anterior, señala: «De nuestra doctrina conviene recordar ahora que la efectiva unicidad del orden económico nacional requiere la existencia de un mercado único y que la unidad de mercado descansa, a su vez, como han señalado las SSTC 96/1984, F. 3, y 88/1986, F. 6, sobre dos presupuestos irreductibles, la libre circulación de bienes y personas por todo el territorio español [o, como dice la STC 88/1986, “la libertad de circulación sin traba por todo el territorio nacional de bienes, capitales, servicios y mano de obra”], que ninguna autoridad podrá obstaculizar directa o indirectamente (art. 139.2 CE), y la igualdad de las condiciones básicas de ejercicio de la actividad económica (arts. 139.1 y 149.1.1.ª CE), sin los cuales no es posible alcanzar en el mercado nacional el grado de integración que su carácter unitario impone» (FJ 3).

			Sobre la Ley estatal 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado: «Esta Ley tiene por objeto establecer las disposiciones necesarias para hacer efectivo el principio de unidad de mercado en el territorio nacional. En particular, tiene por objeto garantizar la integridad del orden económico y facilitar el aprovechamiento de economías de escala y alcance del mercado mediante el libre acceso, ejercicio y la expansión de las actividades económicas en todo el territorio nacional garantizando su adecuada supervisión, de conformidad con los principios contenidos en el art. 139 de la Constitución» (art. 1.1).

			ii)El principio de unidad de la política económica: las competencias estatales para la fijación de las bases y la coordinación en materia económica.

			El art. 149.1.13.ª CE dispone: «El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: […] 13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica».

			La doctrina del Tribunal Constitucional: «La competencia estatal en cuanto a la ordenación general de la economía responde al principio de unidad económica y abarca la definición de las líneas de actuación tendentes a alcanzar los objetivos de política económica global o sectorial fijados por la propia Cons- titución, así como la adopción de las medidas precisas para garantizar la realización de los mismos» (STC 186/1988, de 17 de octubre, FJ 2).

			El principio de unidad de la política económica no puede dar lugar, sin embargo, a que la Administración General del Estado adopte las medidas unitarias de naturaleza económica que estime oportunas, desconociendo las competencias atribuidas por la Constitución y los Estatutos de Autonomía a las Comunidades Autónomas. Lo que debe significar es que el Estado, ejerciendo su poder de dirección económica, y utilizando sus facultades de determinación de las bases, de coordinación y de planificación, deberá formular una política económica unitaria, asistido por las Comunidades Autónomas y, en su caso, por los agentes socioeconómicos.

			b.La autonomía («autonomía no es soberanía»): la Constitución, dentro de la unidad de la Nación española, «reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran».

			b.1.La conexión del principio dispositivo con el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones: la constitución de una Comunidad Autónoma era un derecho para los territorios, no una obligación.

			b.2.Este derecho de las nacionalidades y regiones de convertirse en Comunidades Autónomas debía materializarse a través de las reglas establecidas en la propia Constitución y, en particular, de su Título VIII.

			b.3.La «autonomía no es soberanía», tal y como ha repetido invariablemente el Tribunal Constitucional, y supone, por tanto, un poder limitado inferior al del Estado.

			En este sentido, la STC 247/2007, de 12 de diciembre, afirma que: «Ante todo, resulta claro que la autonomía hace referencia a un poder limitado. En efecto, autonomía no es soberanía —y aún este poder tiene sus límites—, y dado que cada organización territorial dotada de autonomía es una parte del todo, en ningún caso el principio de autonomía puede oponerse al de unidad, sino que es precisamente dentro de éste donde alcanza su verdadero sentido, como expresa el art. 2 de la Constitución» (FJ 4).

			b.4.Corresponde a cada Estatuto de Autonomía «concretar el alcance de la autonomía» de cada Comunidad Autónoma, que es de mayor calado que la de los entes locales, que es una autonomía «meramente administrativa, y cuyo contenido se define por una ley básica del Estado» (STC 4/1981, de 2 de febrero) y por la normativa autonómica que se haya dictado en la materia (y que, naturalmente, debe ser compatible con la legislación básica estatal en materia de régimen local). La norma estatal fundamental en materia de régimen local es la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (modificada en una gran cantidad de ocasiones desde su aprobación en 1985).

			b.5.El ámbito de autonomía no puede ser alterado de forma unilateral por el Estado (salvo que se utilicen leyes de armonización —art.150.3 CE—). Sobre el carácter «paccionado» de los Estatutos de Autonomía.

			El apartado 3 del art. 150 CE dispone: «El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad».

			c.El principio de solidaridad (sobre sus manifestaciones constitucionales y su significado): la Constitución reconoce y garantiza «la solidaridad entre todas ellas» (esto es, entre las nacionalidades y las regiones).

			c.1.El principio de solidaridad, en tanto que mecanismo nivelador de las condiciones socioeconómicas, se refiere tanto a los distintos territorios como a los ciudadanos de todo el Estado.

			c.2.Este principio tiene un reconocimiento constitucional, además de en el art. 2, en el art. 138 CE.

			Este art. 138 CE establece: «1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el art. 2 de la Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

			2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales».

			c.3.La existencia de mecanismos específicos destinados a hacer efectivo el principio de solidaridad. Entre estos mecanismos pueden destacarse los siguientes:

			c.3.1.Los presupuestos generales del Estado.

			c.3.2.La garantía constitucional de la existencia de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español (art. 158.1 CE).

			El apartado 1 del art. 158 CE dispone: «En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español».

			c.3.3.El Fondo de Compensación Interterritorial (art. 158.2 CE).

			El apartado 2 del art. 158 CE prevé: «Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso».

			c.3.4.Los Fondos estructurales europeos (los ejemplos del Fondo Europeo de Desarrollo Regional —FEDER—, del Fondo Social Europeo —FS—, etcétera).

			B.Introducción al contenido del Título VIII de la Constitución Española.

			a.El régimen local: la autonomía local (arts. 137 y 140 a 142 CE). El concepto constitucional de autonomía local: la autonomía local, según el Tribunal Constitucional, «debe ser entendida como un derecho de la comunidad local a participar, a través de órganos propios, en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, constituyendo en todo caso un poder limitado que no puede oponerse al principio de unidad estatal» (STC 159/2001, de 5 de julio, FJ 4).

			b.El régimen autonómico.

			b.1.La filosofía del sistema. El papel del principio dispositivo ¿y sus límites?

			b.1.1.Introducción al principio dispositivo: la Constitución de 1978 no ha prefigurado un modelo cerrado y definitivo de Estado, sino que se ha limitado a establecer unos elementos básicos (por ejemplo, y de manera esencial, el principio de unidad y el principio de autonomía), permitiendo una gran flexibilidad en la configuración del modelo de Estado, que se ha dibujado mediante la aprobación de los diferentes Estatutos de Autonomía y, en una amplia medida, mediante la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

			b.1.2.La falta de definición de un modelo cerrado de Estado en la Constitución española se observa, entre otros muchos elementos, en que nuestra Norma Fundamental:

			1)No determina si todo el Estado debe estar conformado por Comunidades Autónomas.

			2)No determina ni cuántas ni cuáles hayan de ser las Comunidades Autónomas.

			3)Ni qué territorios las iban a configurar.

			4)Tan sólo se bosqueja de manera muy simple e incompleta su organización interna (art. 152 CE).

			5)No se establece qué competencias va a asumir cada Comunidad Autónoma.

			b.1.3.La indefinición constitucional sobre estas cuestiones y la capacidad de decisión (o de «disposición») de los territorios constitutivos de las futuras Comunidades Autónomas —dentro del respeto de los límites constitucionales— es lo que se llama «principio dispositivo».

			b.2.Las bases constitucionales para la construcción del mapa autonómico.

			b.2.1.La tipología de Comunidades Autónomas.

			1)Comunidades Autónomas de primer grado (las Comunidades históricas y Andalucía) y Comunidades Autónomas de segundo grado.

			2)Los pactos autonómicos y las primeras leyes orgánicas de transferencia (LOTRAVA y LOTRACA). Sobre el art. 150.2 CE.

			El apartado 2 del art. 150 CE dispone: «El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado».

			b.2.2.Los Estatutos de Autonomía.

			1)Los Estatutos como «normas institucionales básicas» de las Comunidades Autónomas subordinadas a la Constitución (art. 147.1 CE).

			2)El contenido material esencial de los Estatutos de Autonomía (art. 147.2 CE).

			b.2.3.El sistema constitucional de reparto de competencias (arts. 148 y 149 CE).

			1)Tipología de competencias: exclusivas y compartidas. El significado de las competencias concurrentes.

			2)Las competencias compartidas: el sistema bases/desarrollo. El contenido material y formal de las bases.

			b.2.4.Los principios de cierre del sistema (art. 149.3 CE).

			1)La cláusula residual de doble escalón.

			2)El principio de supletoriedad (y su interpretación por el Tribunal Constitucional: las SsTC 118/1996, de 27 de junio; y 61/1997, de 20 de marzo).

			3)El principio de primacía (y su interpretación por el Tribunal Constitucional: del Voto Particular a la STC 1/2003, de 14 de enero, a la STC 102/2016, de 25 de mayo).

			b.3.El papel del Tribunal Constitucional para la ordenación territorial de España.

			3.La evolución histórica del Estado Autonómico. En particular, los Estatutos de primera y de segunda generación.

			A.El nacimiento de las Comunidades Autónomas y su evolución en los años ochenta, noventa y primeros dos mil.

			a.La aprobación de los Estatutos de Autonomía de primera generación: el nacimiento de las Comunidades Autónomas (1979-1983).

			a.1.El sistema organizativo uniforme (art. 152.1 CE). Sobre el poder legislativo de todas las Comunidades Autónomas, en particular.

			a.2.El sistema competencial: la inicial diferenciación competencial.

			a.3.La primera Comunidad Autónoma que nació fue la del País Vasco con la aprobación de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco. Le siguieron la Comunidad Autónoma de Cataluña, inmediatamente después, con la aprobación de la Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía de Cataluña; y la Comunidad Autónoma de Galicia, ya en el año 1981, con la aprobación de la Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril, de Estatuto de Autonomía para Galicia.

			a.4.La Comunidad Autónoma de Extremadura nació en 1983 con la aprobación de la Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Extremadura.

			a.5.Las últimas Comunidades Autónomas que vieron la luz fueron, también, en 1983, la Comunidad Autónoma de Madrid con la aprobación de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid; y la Comunidad Autónoma de Castilla y León que nació como la Comunidad Autónoma decimoséptima (y última) de nuestro mapa autonómico con la aprobación de la Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

			b.Los Pactos Autonómicos de 1992. La igualación competencial. Sobre el art. 148.2 CE.

			El apartado 2 del art. 148 CE dispone: «Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el art. 149».

			c.Sobre las ciudades de Ceuta y de Melilla: la aprobación de sus Estatutos en el año 1995.

			Mediante la Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, se aprobó el Estatuto de Autonomía de Ceuta, mientras que por la Ley Orgánica 2/1995, de 13 marzo, vio la luz el Estatuto de Autonomía de Melilla.

			B.Los Estatutos de Autonomía de segunda generación.

			a.El «precedente» fallido: el Plan Ibarrexte.

			b.¿A qué llamamos Estatutos de Autonomía de segunda generación? El comienzo de la casa por el tejado: la reforma de los Estatutos de Autonomía sin una previa reforma constitucional (y sin un mínimo acuerdo de Estado).

			c.La negociación de los primeros Estatutos de Autonomía de segunda generación.

			c.1.La aprobación del Estatuto de Autonomía valenciano (LO 1/2006, de 10 de abril): las peculiaridades en su elaboración y en su contenido. La llamada «cláusula Camps»

			c.2.El Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006 (LO 6/2006, de 19 de julio).

			c.2.1.La elaboración del Estatuto de Cataluña: la negociación con el Gobierno del Estado.

			c.2.2.Su aprobación definitiva. El referéndum.

			c.2.3.La impugnación del Estatuto de Autonomía catalán ante el Tribunal Constitucional y su resultado. En particular, la STC 31/2010, de 28 de junio.

			c.3.Los restantes Estatutos de segunda generación. En particular, el caso de Extremadura: la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

			d.Las Comunidades Autónomas que han modificado parcialmente sus Estatutos de Autonomía desde el año 2006 (Navarra, Murcia o Castilla-La Mancha).

			e.Las Comunidades Autónomas que siguen regidas en la actualidad por Estatutos de Autonomía de primera generación que no han sufrido modificaciones (al menos en los últimos años).

			4.La situación del aparato administrativo en la actualidad.

			A.La Administración General del Estado (la administración central y la administración periférica —Delegados del Gobierno y Subdelegados del Gobierno—).

			B.Las Administraciones autonómicas (Comunidades Autónomas uniprovinciales y pluriprovinciales; las administraciones autonómicas centrales y periféricas).

			C.Las Administraciones Locales (los municipios —Ayuntamientos—; las provincias —Diputaciones—).

			V. LA TENDENCIA HACIA LA FORMACIÓN DE UN DERECHO ADMINISTRATIVO COMÚN EUROPEO Y HACIA LA ARMONIZACIÓN DE LOS DERECHOS PÚBLICOS NACIONALES

			1.La creación de un Derecho público común europeo para el conjunto de los Estados de la Unión, que coexiste con los Derechos públicos nacionales de los distintos Estados miembros de la misma.

			A.Los Estados miembros han inspirado buena parte de las instituciones y técnicas jurídicas utilizadas por el Derecho europeo. Algunos ejemplos de la influencia de los Derechos nacionales en el Derecho comunitario: Francia (el sistema de función pública comunitario o el sistema de control jurisdiccional); Alemania (el principio de proporcionalidad o el principio de confianza legítima); o Reino Unido (los derechos de defensa).

			B.El Derecho comunitario, aunque haya podido construirse fruto de la inspiración en los distintos ordenamientos nacionales, adquiere vida propia dentro de la Unión obligando a las Instituciones europeas, a los Estados e, incluso, directamente a los ciudadanos. Algunos ejemplos:

			a.Normas positivas: la evaluación de impacto ambiental, el sistema comunitario de gestión y auditorías ambientales, el sistema europeo de acreditación, etc.

			b.La elaboración de principios jurídicos por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas —hoy, Tribunal de Justicia de la Unión Europea— (efecto directo, primacía, responsabilidad interna por incumplimiento del Derecho comunitario) o de conceptos jurídicos específicos del Derecho comunitario muy diferentes a los nacionales (el concepto de empresa pública, ligado a la idea de actividad mercantil o industrial, con independencia de su forma jurídica).

			2.Los Estados miembros de la Unión y del Consejo de Europa tienen unos derechos propios que se aproximan cada vez más entre sí, fruto de la influencia del Derecho comunitario y de la labor del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

			A.Un ejemplo propiciado por el Derecho comunitario: los principios de proporcionalidad y de confianza legítima, propios del Derecho alemán, han pasado a través del Derecho comunitario a otros ordenamientos como el español o el inglés.

			B.La influencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH): 1) El TEDH ha creado un estándar mínimo de protección de los derechos humanos en el seno de los Estados del Consejo de Europa, a partir de la interpretación y de la aplicación en su jurisprudencia del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 (o abreviadamente Convenio Europeo de Derechos Humanos —CEDH—) y de sus Protocolos Adicionales; 2) La jurisprudencia del TEDH ha servido para la protección de los derechos de tercera generación (algunos ejemplos: el medio ambiente o el ruido).
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